
dación, máxime cuando, en el caso así contemplado, el cum­
plimiento de la voluntad fundacional se deja, en el articulo 24 de 
los Estatutos, a «la fe, conciencia y leal saber y entender del 
Patronato, sin más obligación al respecto que la de declarar 
solemnemente que, en conciencia, cumple aquella voluntad con 
sujeción a la moral y a las leyes»;

Resultando que por esta Dirección General fue trasladado el 
anterior informe al Patronato de la Fundación a fin de que fue­
ran introducidas las pertinentes modificaciones tanto en los 
Estatutos como en la escritura de constitución, en el sentido de 
suprimir la posibilidad de destinar parte de su capital funda­
cional a la dotación de las instituciones que se creen o que 
ella misma cree, redactada en el artículo 5.° de los Estatutos;

Resultando que la Delegación Territorial de este Ministerio 
en Barcelona remite testimonio de la escritura adicional con 
modificación de los Estatutos originales de conformidad con las 
normas dadas por este Departamento, quedando el artículo 5.° 
redactado en el sentido de que se suprime la posibilidad de 
destinar su capital fundacional a la dotación de las institucio- 
nec que se creen o que ella misma cree;

Vistos el Real Decreto de 14 de marzo de 1899, la Instruc­
ción de Beneficencia de igual fecha, el Real Decreto de 4 de 
julio número 1558/1977, artículo 12, letra b), y la Orden de 2 de 
marzo de 1979, artículo 3.°, letra d), sobre delegación de facul­
tades de S. E. el Ministro en el Director general de Servicios 
Sociales así como la Ley de Procedimiento Administrativo y 
demás disposiciones concordantes, e informes de la Asesoría 
Jurídica de este Ministerio de 12 de enero y 11 de marzo de 
1978;

Considerando que si bien el artículo 11 del Real Decreto de 
14 de marzo de 1899 y el artículo 7.° de la Instrucción de Be­
neficencia de igual fecha confiaban al Ministerio de la Goberna­
ción el protectorado de todas las instituciones de beneficencia 
particular que afecten a colectividades indeterminadas y que por 
esto necesiten de tal representación, el Real Decreto 1558/1977, 
de 4 de julio, por el que se reestructuran determinados órganos 
de la Administración Civil del Estado, vincula al Ministerio de 
Sanidad y Seguridad Social tal función tutelar, correspondiendo 
a este Ministerio, y por delegación de su titular, contenida en 
la Orden de 2 de marzo de 1979, el Director general de Ser­
vicios Sociales, la de clasificar los establecimientos de benefi­
cencia;

Considerando que, conforme previene el artículo 54 de la Ins­
trucción de 14 de marzo de 1899 el promotor de este expediente 
de clasificación se encuentra legitimado por tener el carácter 
de representante legal de la Fundación o interesado directa o 
indirectamente en su beneficio, según consta en la documenta­
ción obrante en el expediente.

Considerando que el artículo 4.“ del Real Decreto de 14 de 
marzo de 1899 dice que son de beneficencia particular todas las 
instituciones creadas y dotadas con bienes particulares y cuyo 
Patronato y administración haya sido reglamentado por los res­
pectivos fundadores, circunstancias todas ellas que concurren en 
el presente expediente;

Considerando que el capital fundacional, cuya composición 
se detalla en la relación autorizada, que obra en el expediente, 
se estima suficiente para el cumplimiento de los fines benéfico- 
asistenciales señalados a la Fundación, cuales son los enuncia­
dos en el tercer resultando de esta Orden, y que, asimismo, el 
referido capital es suficiente para el cumplimiento de los fines 
fundacionales, como exige el artículo 58 de la Instrucción;

Considerando que el Patronato se encuentra integrado por la,, 
siguientes personas: Don Andrés Perelló Carcereny, don Jorge 
Masía Mas-Bagá, don Francisco Folch Camarasa, don Luis Ma­
ría Güell Cortina y don Pedro Segú y Martín.

Considerando que dicho Patronato queda relevado de rendir 
cuentas al Protectorado del Gobierno y siempre a justificar el 
cumplimiento de las cargas de la Fundación cuando fuese re­
querido al efecto por el Protectorado;

Considerando que, del examen de los nuevos documentos 
aportados por el Patronato de la Fundación, se viene en cono­
cimiento de que han sido redactados los Estatutos, de acuerdo 
con las normas al efecto cursadas por este Protectorado en 
cuanto a suprimer del artículo 5.° lo concerniente a la posi­
bilidad de destinar su capital fundacional a la dotación de las 
instituciones que se creen o que ella misma cree, quedando en 
la forma que se recoge en la escritura adicional que obra en 
el expediente,

Esta Dirección General, en uso de las facultades que tiene 
delegadas por Orden ministerial de 2 de marzo de 1979 del 
excelentísimo señor Ministro, y de conformidad con el informe 
evacuado por la Asesoría Jurídica del Departamento, acuerda:

Primero.—Que Se clasifique como de beneficencia particular 
de carácter mixto la Institución «Fundacio Mediterrania», do­
miciliada en Barcelona, cuyo Patronato habrá de cumplir las 
obligaciones de los artículos 59 y 60 del Reglamento de Funda­
ciones Culturales Privadas, de 21 de julio de 1972 respecto al 
Ministerio de Educación, por lo que concierne a las activida­
des educativas que realice, y respecto al de Cultura, por lo que 
se refiere a sus actividades culturales.

Segundo.—Que se confirme a don Andrés Perelló Carcerey, 
don Jorge Masía Más-Bagá, don Francisco Folch Camarasa, don 
Luis María Güell Cortina y don Pedro Segú y Martín en sus 
cargos en el Patronato, el cual queda relevado de presentar pre­
supuestos y rendir cuentas a este Protectorado, sin más obli­

gación que la de declarar solamente que, en conciencia, cumple 
la voluntad del fundador con sujeción a la moral y a las Leyes y 
que para la provisión de las vacantes que se produzcan habrán 
de atenerse a las previsiones establecidas en la escritura fun­
dacional.

Tercero.—Que los bienes inmuebles se inscriban a nombre 
de la fundación en el Registro de la Propiedad y que los valo­
res en metálico sean depositados también a nombre de la Ins­
titución en el establecimiento bancario que el propio Patronato 
determine.

Cuarto—Se aprueban los Estatutos p.or los que ha de regir­
se la fundación, quedando el artículo 5.°’ de los mismos según la 
redacción recogida en la escritura adicional aportada al expe­
diente, y en la que queda suprimida la posibilidad de destinar 
su capital fundacional a la dotación de las instituciones que se 
creen o que ella misma cree, supuesto que Se contemplaba en 
los Estatutos otorgados en el acto de constitución de la fun­
dación.

Quinto.—Que de la presénte Orden se dé conocimiento a los 
Ministerios de Hacienda, Educación y Cultura, debiendo el Pa­
tronato cumplir las obligaciones que se señalan en los artícu­
los 59 y 60 del Reglamento de Fundaciones Culturales Priva­
das, de 21 de julio de 1972.

Lo que comunico a V. S.
Madrid, 10 de octubre de 1979.—P. D., el Director general 

de Servicios Sociales, Miguel Suárez Campos.

Sr. Subdirector general de Promoción Asistencial y Protectorado.

28834 ORDEN de 23 de octubre de 1979 por la que se 
dispone se dé cumplimiento de la sentencia dic­
tada por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en 
el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
contra este Departamento por don Enrique Riuda- 
vets Montes.

Ilmo. Sr.: Habiendo recaído resolución firme de la Sala 
Cuarta del Tribunal Supremo, con, fecha 20 de diciembre de 1978, 
en el recurso contencioso-administrativo número 404.924, inter­
puesto por don Enrique Riudavets Montes contra este Departa­
mento sobre Estatuto de Personal Sanitario, 

Este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla en sus 
propios términos la referida sentencia, cuya parte dispositiva, 
literalmente, dice:

«Fallamos: Que con desestimación de la inadmisibilidad ale­
gada por el Abogado del Estado y del recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por la representación procesal del Consejo 
Nacional de Ayudantes Técnicos Sanitarios contra la Orden del 
Ministerio de Trabajo de 26 de abril de 1973, que confirmamos en 
todas sus partes por ser conforme a Derecho, así como su con­
firmación tácita en reposición de la mencionada Orden; sin 
hacer expresa imposición de costas en las actuaciones.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y en virtud 
de las atribuciones delegadas a esta Subsecretaría por orden 
del excelentísimo señor Ministro de 2 de marzo de 1979, a los 
efectos de lo dispuesto en los artículos 103 y siguientes de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956.

Dios guarde a V, I.
Madrid, 23 de octubre de 1979.—P. D., el Subsecretario, Eloy 

Ybáñez Bueno.

Ilmo. Sr. Director general de Asistencia Sanitaria.

28835 ORDEN de 23 de octubre de 1979 por la que se 
dispone se dé cumplimiento de la sentencia dic­
tada por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en 
el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
contra este Departamento por don José Ojeda Sán­
chez y don José Sánchez Ruano.

Ilmo. Sr.: Habiendo recaído resolución firme de la Sala Cuar­
ta del Tribunal Supremo, con fecha 31 de marzo de 1979, en el 
recurso contencioso-administrativo número 405.187, interpues­
to por José Ojeda Sánchez y José Sánchez Ruano contra este 
Departamento sobre sanción,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla en sus 
propios términos la referida sentencia, cuya parte dispositiva, 
literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto a nombre de don José Sánchez Ruano y don 
José Ojeda Sánchez contra resolución del Ministerio de Trabajo 
de fecha 12 de noviembre de 1973, que en alzada confirmó otra 
de la Dirección General de la Seguridad Social de 22 de junio 
del mismo año, imponiendo a los citados recurrentes tres mul­
tas con importe total de doscientas cínco mil pesetas por otras 
tantas infracciones del Régimen General de la Seguridad So-



cial y derivadas de acta levantada por la Inspección Provincial 
de Trabajo de Murcia en fecha 18 de noviembre de 1972, debemos 
declarar y declaramos válidas y subsistentes las expresadas re­
soluciones administrativas al ser las mismas ajustadas a De­
recho, y absolvemos a la Administración Pública de cuantos pe­
dimentos contiene la demanda, sin hacer especial condena en 
cuanto a las costas procesales.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y en virtud de 
las atribuciones delegadas a esta Subsecretaría por orden del 
excelentísimo señor Ministro de 2 de marzo de 1979, a los efec­
tos de lo dispuesto en los artículos 103 y siguientes de la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956.

Dios guarde a V. I.
Madrid, 23 de octubre de 1979.—P. D., el Subsecretario, Eloy 

Ybáñez Bueno.

Ilmo. Sr. Director general del Régimen Jurídico de la Seguridad
Social.

MINISTERIO DE CULTURA

28836 ORDEN de 22 de octubre de 1979 por la que se 
dispone se cumpla en sus propios términos la sen­
tencia dictada por la Audiencia Nacional en recur­
so contencioso-administrativo seguido entre don An­
tonio Vicente Lorente Reche y la Administración 
General del Estado.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
20.526, seguido ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Nacional, entre don Antonio Vicente Lorente Re­
che, como recurrente, y la Administración General del Estado, 
como recurrida, contra resolución del Ministerio de Educación y 
Ciencia de 4 de febrero de 1977, ha recaído sentencia en 2 de 
junio de 1979, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que rechazando el motivo de inadmisibilidad 
opuesto por el Abogado del Estado, debemos desestimar y deses­
timamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
el Procurador don Enrique Sorribes Torra, en nombre y repre­
sentación de don Antonio Vicente Lorente Reche, contra la Re­
solución de la Dirección General del Patrimonio Artístico y Cul­
tural (Ministerio de Educación y Ciencia), de cuatro de febrero 
de mil novecientos setenta y siete, en la que acuerda abonar la 
suma de doscientas veinticinco mil pesetas de indemnización al 
actor por el hallazgo en terrenos de su propiedad de la pieza 
arqueológica denominada ”La Dama de Baza”, y frente a la 
desestimación presunta, por el mismo Organismo, del recurso 
de reposición deducido frente a la anterior, por ser ambos actos 
administrativos conformes con el ordenamiento jurídico, y sin 
hacer expresa declaración sobre las costas.

Asi por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, y en cumplimiento de lo dispuesto en los ar­
tículos 103 y 105, apartado a), de la Ley de 27 de diciembre 
de 1956, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra­
tiva, este .Ministerio ha tenido a bien disponer que se cumpla en 
sus propios términos, la referida sentencia, publicándose el fallo 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 22 de octubre de 1979 —P. D., el Subsecretario de 

Cultura, Luis Cosculluela Montaner.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Cultura.

28837 ORDEN de 7 de noviembre de 1979 por la que 
se modifica la composición de la Comisión para 
la elaboraciónd el anteproyecto de Ley de Propie­
dad Intelectual, creada por Orden ministerial de 
9 de febrero de 1979.

Ilmos. Sres.: La necesidad de proceder a la reforma de la 
Ley de Propiedad Intelectual de lo de enero de 1879 y de su 
Reglamento de 3 de septiembre de 1880, con objeto de acomodar 
sus prceptos a las circunstancias del presente, motivó que por 
Orden ministerial de 9 de febrero de 1979 («Boletín Oficial del 
Estado» del 20) se constituyera una comisión encargada de la 
elaboración del correspondiente anteproyecto. Como quiera que 
los últimos cambios habidos en la Administración afectan a.la 
composición de la citada Comisión, y considerándose, por otra 
parte, conveniente la incorporación a la misma de otros exper­
tos en la materia.

Este Ministerio ha dispuesto que dicha Comisión quede cons­
tituida como sigue:

Presidente: Don Luis Cosculluela Montaner, Subsecretario del 
Departamento.

Vocales:

Don Carlos Jesús Alvarez Romero, Regidor de la Propie­
dad.

Don Hermenegildo Baylos Corroza, Letrado del Consejo de 
Estado.

Don Luis Diez Picazo Ponce de León Catedrático de la Fa­
cultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid.

Don Francisco Fernández Villavicencio, Catedrático de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Central de Barcelona.

 Don Antonio Gullón Ballesteros, Catedrático de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Alcalá de Henares.

Don Manuel Peña Bernaldo de Quirós, Subdirector general 
de los Registros y del Notariado.

Don José Raya Mario, Abogado Fiscal.
Don Eduardo Nolla López, Secretario general del Instituto 

Nacional del Libro Español.
Doña Milagros del Corral Beltrán, Jefe del Gabinete Técnico 

de la Dirección General del Libro y Bibliotecas.

Secretario: Don José María Chico y Ortiz, Registrador gene­
ral de la Propiedad Intelectual.

Secretario adjunto: Doña María Teresa López-Cortón Fernán­
dez, Secretaria general del Registro General de la Propiedad 
Intelectual.

Lo que comunico a VV. II. para- su conocimiento y demás 
efectos.

Dios, guarde a VV. II. muchos años.
Madrid, 7 de noviembre de 1979.

CLAVERO AREVALO

Ilmos. Sres. Subsecretario de Cultura y Director general del
Libro y Bibliotecas.

28838 RESOLUCION de la Dirección General del Patri­
monio Artístico, Archivos y Museos por la que 
se acuerda tener por incoado expediente de decla­
ración de monumento, histórico-artístico, de carác­
ter nacional, a favor de la Casa del Arte Mayor 
de la Seda, en Valencia.

Vista la propuesta formulada por los Servicios Técnicos co­
rrespondientes,

Esta Dirección General ha acordado:

Primero.—Tener por incoado expediente de declaración de 
monumento histórico-artístico, de carácter nacional, a favor de 
la Casa del Arte Mayor de la Seda, en Valencia-

Segundo.—Continuar la tramitación del expediente de acuerdo 
con las disposiciones en vigor.

Tercero.—Hacer saber al Ayuntamiento de Valencia que,, se­
gún lo dispuesto en los artículos 17 de la Ley de 13 de mayo 
de 1933 y 6.° del Decreto de 22 de julio de 1958, todas las 
obras que hayan de ralizarse en el monumento cuya declaración 
se pretende, o en su entorno propio, no podrán llevarse a cabo 
sin aprobación previa del proyecto correspondiente por esta Di­
rección General.

Cuarto.—Que el presente acuerdo se publique en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 30 de septiembre de 1979.—El Director general, Ja­

vier Tusell Gómez.

28839 RESOLUCION de la Dirección General del Patri­
monio Artístico, Archivos y Museos por la que 
se acuerda tener por incoado expediente de decla­
ración de monumento histórico-artístico a favor del 
castillo de Anguix (Guadalajara).

Vista la propuesta formulada por los Servicios Técnicos co­
rrespondientes.

Esta Dirección General ha acordado:

Primero.—Tener por incoado expediente de declaración de 
monumento histórico-arístico a favor del castillo de Anguix 
(Guadalajara).

Segundo.-Continuar la tramitación del expediente, de acuer­
do con las disposiciones en vigor.

Tercero.—Hacer saber al Ayuntamiento de Anguix que, se­
gún lo dispuesto en los artículos 17 de la Ley de 13 de mayo 
de 1933 y 6.° del Decreto de 22 de julio de 1958, todas las obras 
que hayan de realizarse en el monumento cuya declaración se 
pretende, o en su entorno propio, no podrán llevarse ? cabo sin


